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ENTIDAD QUE PRESENTA LA PROPUESTA Y SU PRESENTACIÓN

El CERMI (Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad) como organismo representativo de la  Discapacidad en España, como miembro de ECOSOC y también en su calidad de ser el mecanismo independiente designado por el Estado Español para el seguimiento de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, recibe con agrado y compromiso la consulta del Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad respecto al borrador de la futura Observación General relativa al derecho a la educación inclusiva del art. 24  en proceso de elaboración.

1. APORTACIONES ESPECÍFICAS AL TEXTO DE LA OBSERVACIÓN GENERAL
I. CONTENIDO NORMATIVO DEL ARTÍCULO 24
Parágrafo 8.
Se estima necesario aclarar que es un derecho a prestar por todos los centros educativos, con independencia de la titularidad (pública o privada) o de su forma de financiación (privados con financiación pública, privados sin financiación pública y públicos).

Parágrafo 12.
Se estima necesario añadir una referencia al sistema educativo con una visión más global que incluya no sólo a los profesores, sino a todo el personal docente, a los directores de los centros educativos, al personal no docente así como también a las áreas de administración pública con competencia en la materia, e incluso a los padres y madres de los alumnos con y sin discapacidad, pues son espacios de convivencia, o en las asociaciones de alumnas y alumnos.
Parágrafo 21.
Se estima necesario que la obligación de seguimiento de las medidas de accesibilidad incluyan medidas sancionadoras y reparadoras ante incumplimientos, y que en estos casos, si se ha de proceder a un ajuste razonable por falta de accesibilidad no opere ningún límite, es decir, que no pueda aducirse que es desproporcionado o indebido.

Se estima necesario recordar que la accesibilidad es un elemento dinámico que requerirá tanto de actualizaciones normativas como de un mantenimiento técnico.

Parágrafo 28

Se estima muy acertada la preocupación del Comité sobre el riesgo de que no existan progresos en algunos países con la excusa de la insuficiencia de recursos o su alto coste. Por ello, se considera adecuado para prevenir esta situación que la observación incluyera un modelo que permita valorar y evaluar los estándares de calidad del modelo inclusivo de una forma calendarizada, progresiva y con revisiones periódicas de las obligaciones sistémicas que la educación inclusiva supone, y que debe operar de forma independiente a los ajustes razonables.
Parágrafo 30.

Se estima necesario que se defina de forma clara y contundente que existe obligación de justificar ante la denegación de un ajuste razonable por qué es desproporcionado o indebido su facilitación. De forma que quién lo deniega deba dar razones y no hacer denegaciones genéricas y sin fundamento, y porque además, se logra mayor seguridad jurídica si se quiere interponer un recurso por discriminación.

Se estima necesario que se aclare que en la medida que son ajustes, no puede existir una lista cerrada y definida que los contenga, sin perjuicio de que la existencia de la misma pueda facilitar su identificación, pero nunca su exclusión si no estuvieran contenidos en dicha lista.
En relación con los mecanismos de corrección previstos sería muy importante garantizar que en el proceso administrativo de escolarización/educación y provisión y revisión de apoyos exista una vista presencial y un periodo de prueba en el que los padres y/o madres (si son menores) o las propias personas interesadas, puedan ir acompañados de personal experto independiente que señalen qué apoyos son necesarios, cuando no se hayan reconocido, o qué apoyos no se están prestando con la calidad necesaria, cuando ese sea el caso.

Parágrafo 31.
Se estima necesario definir qué son apoyos y qué son ajustes razonables, por cuanto son dos conceptos que al no estar definidos se puede dar lugar no sólo a confusión, sino a que se aplique con el  límite de que no sea desproporcionado o indebido. Por tanto se anima al Comité a definir su contenido, naturaleza y formas de petición y defensa de ese derecho a los apoyos.
Parágrafo 32.

Se estima necesario revestir de garantía jurídicas a los apoyos, de forma que se considera adecuado que deben existir recursos a disposición de las personas para reclamar su falta o su inadecuación.

II.
LA OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS PARTE
Parágrafo 40. 

En el apartado relativo a no discriminación, se estima necesario hacer mención explícita a la cláusula contra el rechazo que se desarrolló en los parágrafos 26 y 27 del Estudio temático sobre el derecho de las personas con discapacidad a la educación de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los derechos humanos de 18 de diciembre de 2013:

26.
El derecho de las personas con discapacidad a ser instruidas en las escuelas convencionales figura en el artículo 24, párrafo 2 a), que establece que las personas con discapacidad no pueden quedar excluidas del sistema general de educación por motivos de discapacidad. Como medida contra la discriminación, la "cláusula contra el rechazo" tiene efecto inmediato y se ve reforzada por los ajustes razonables. Se aconseja que las leyes de educación contengan una cláusula explícita contra el rechazo en la que se prohíba la denegación de la admisión en la enseñanza general y se garantice la continuidad de la educación. Deben eliminarse las evaluaciones basadas en la discapacidad para asignar la escuela y analizarse las necesidades de apoyo para una participación efectiva en la enseñanza general. Por ejemplo, en New Brunswick (Canadá) existe una política escolar que establece que no puede excluirse a los estudiantes de las escuelas convencionales
 y que garantiza una educación inclusiva. 

27.
El marco jurídico para la educación debe exigir que se adopten todas las medidas posibles para evitar la exclusión. Algunos sistemas educativos establecen mecanismos específicos que tienen el efecto de excluir a algunos estudiantes, por ejemplo al fijar límites de edad para terminar los cursos. Debe modificarse la legislación que respalde esos sistemas y aquellos que excluyan abiertamente a los estudiantes de la educación por tener alguna deficiencia.

Se estima necesario incluir algunos elementos de lo que podría denominarse la cadena educativa inclusiva:
a) El transporte escolar, debe asegurarse que es inclusivo, y que, con independencia de quién lo preste debe asegurarse que la alumna o alumno que lo requieran son atendidos tanto al subir, permanecer, bajar y entrar en el colegio. Se estima necesario incluir que deberá definirse quién es responsable de estos ámbitos.

b) Los comedores escolares también deberán atender las necesidades de estas y estos alumnos.
c) Por otra parte, se estima esencial que los alumnos cuya discapacidad incluya dificultades para relacionarse con sus iguales en entornos no estructurados, cuenten con apoyo formado en inclusión durante los horarios de patio y comedor para fomentar el juego con sus compañeros.
III. RELACIÓN CON OTRAS PROVISIONES DE LA CONVENCIÓN




Parágrafo 48


Dicho parágrafo se refiere al parágrafo 39 de la Observación General nº 2 (2014) sobre el artículo 9, que se refiere a accesibilidad.  De acuerdo al artículo 9 de la Convención, las medidas de accesibilidad no tienen el límite de razonabilidad de los ajustes razonables, por ello resulta crucial concretar las lindes entre accesibilidad, apoyos y ajustes razonables, y los límites que pudieran operar en cada uno, de forma que la accesibilidad quede claro que no los admite, en cuanto a los apoyos, el Comité debería clarificar y por último los ajustes razonables, en los que el concepto de indebido o desproporcionado reclama una mayor concreción.  Esto permitiría una mejor defensa del derecho a la educación inclusiva. 
Parágrafo 57.

Se estima necesario incluir una referencia clara y expresa a las actividades extraescolares, ya sean organizadas por la institución educativa o por cualquier asociación cuyo origen esté vinculado a la misma (asociaciones de padres y madres, de alumnas y alumnos, etc.), estén concebidas para todos y que en su organización se atienda a los requerimientos de accesibilidad y/o ajustes razonables, sin que en ningún caso puedan tener un coste mayor en el caso de alumnas y alumnos con discapacidad.

IV. IMPLEMENTACIÓN A NIVEL NACIONAL

Parágrafo 63.


Se estima necesario incluir en el apartado e) que dicho mecanismo  debe tener conocimiento de las medidas de apoyo, ajustes razonables y accesibilidad que se realicen, de las barreras que se  detectan y de su eliminación.
Parágrafo 68.


Se estima necesario incluir que los datos que se recopilen incluyan información sobre:
· Ajustes razonables denegados y aceptados.
· Presupuesto estimado y ejecutado en ajustes razonables, apoyos y accesibilidad.
Parágrafo 71.


Cada año debe ofrecerse en los EMIS a que se hace referencia en el parágrafo 68, como se avanza en el traspaso de recursos desde las escuelas segregadas a las escuelas inclusivas. 

Madrid 13 de enero de 2016
Leonor Lidón-Heras





María José Alonso-Parreño
Delegada del CERMI Estatal 
Miembro del Comité de Apoyo del CERMI

para la Convención de la ONU y 
los Derechos Humanos


	�	Canadá, New Brunswick, Departamento de Educación y Desarrollo en la Primera Infancia, política Nº 322 sobre educación inclusiva: "6.2.2 No se admiten las siguientes prácticas: 1) los programas o las clases segregados o autónomos para estudiantes con dificultades de aprendizaje o comportamiento, ni en las escuelas ni en las opciones de enseñanza basadas en la comunidad; 2) los programas alternativos de educación para los alumnos matriculados en la enseñanza preescolar y hasta el octavo grado".
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